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SENTENCIA DEFINITIVA

Ciudad de México, veinticinco de septiembre de dos mil veintiséis.
AML

CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO DE SEGURO. PROCEDENTE, DEBIDO A QUE 
LA PARTE ACTORA DEMOSTRÓ QUE PERTENECE A LA COLECTIVIDAD 
ASEGURADA Y HABER CUMPLIDO CON LOS REQUISITOS PARA LA 
COBERTURA DEL SEGURO DE RETIRO.

ACLARACIÓN PREVIA
Para evitar repeticiones innecesarias, cuando se mencione en 

esta sentencia a los siguientes conceptos, se entenderán los siguientes:

Expresión Se entenderá
Actor **** ******* ********* *********
Demandada y su apoderado *********** ******** ******* , por conducto de 

su apoderado ********* ****** ********* ******
FGR Fiscalía General de la República.
INACIPE Instituto Nacional de Ciencias Penales.
SHCP Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
ISSSTE Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado.
CONDUSEF Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 

los Usuarios de Servicios Financieros.
Póliza de seguro Póliza de seguro ************** con vigencia del 

1 de marzo de 2024 hasta el 28 de febrero de 2026.
Contrato de seguro Contrato abierto para la contratación del seguro de 

retiro para el personal de las Secretarías, Órganos 
Administrativos Desconcentrados, Entidades y 
Organismos Autónomos Participantes, que 
celebraron con el Ejecutivo Federal por conducto de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con 
número de control **************.

CC Código de Comercio.
CFPC Código Federal de Procedimientos Civiles.

Visto, para resolver en definitiva el juicio oral mercantil 
315/2026-III, promovido por el actor en contra de la demandada; y,

R E S U L T A N D O S:

PRIMERO. Demanda. Mediante escrito presentado el dieciséis 
de abril de dos mil veintiséis, el actor demandó en la vía oral mercantil 
de la demandada, las siguientes prestaciones: 

A. El cumplimiento del contrato de seguro correspondiente a la 
indemnización del pago para el retiro de la SHCP.

B. El pago de la cantidad de $********* (*********** *** ***** 
****** ****** ********), de acuerdo con el contrato de seguro 
en el punto ***.

 
C. El pago de intereses moratorios.

D. El pago de gastos y costas.

La parte actora fundó sus pretensiones en los hechos y 
consideraciones de derecho que constan en el escrito de demanda.
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SEGUNDO. Admisión y contestación a la demanda. Con la 
demanda se formó el expediente 315/2026-III, se admitió la demanda y 
se ordenó emplazar a la enjuiciada, la que dio contestación por conducto 
de su apoderado, en cuyo escrito opuso excepciones y defensas.

TERCERO. Cambio de titular. En auto de veintiocho de mayo 
de dos mil veintiséis, se comunicó a las partes que mediante el oficio 
SEADS/1200/2026 de veinte de mayo de dos mil veintiséis, signado por 
el Secretario Ejecutivo de la Comisión de Adscripción del Órgano de 
Administración Judicial, se acordó la readscripción de la jueza Nataly 
Pérez Hernández a este Juzgado Tercero de Distrito en Materia de 
Extinción de Dominio con Competencia en la República Mexicana y 
Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con 
sede en la Ciudad de México, en sustitución de la jueza Tessy del 
Rocío Covarrubias Torres, con efectos a partir del veintiuno de mayo 
de dos mil veintiséis.

CUARTO. Audiencias de ley. Se celebraron las diligencias 
correspondientes en audiencia pública y se ordenó el dictado de la 
sentencia, la cual se pronuncia al tenor de lo siguiente:

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. Competencia. La suscrita jueza es constitucional y 
legalmente competente para resolver este juicio, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 104, fracción II de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 1339 y 1390 Bis del Código de 
Comercio, y en los Acuerdos Generales 3/2013 y 28/2020 del entonces 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en razón de que las partes 
sometieron sus diferencias pecuniarias derivadas de actos de 
naturaleza mercantil, dentro del ámbito territorial de la Ciudad de 
México en que ejerce jurisdicción la suscrita juzgadora.

SEGUNDO. Procedencia de la vía. La vía elegida por la parte 
actora es la apropiada, puesto que el litigio versa sobre actos 
comerciales, toda vez que se reclama el cumplimiento de un contrato de 
seguro y como consecuencia el pago de la indemnización del pago para 
el retiro de la SHCP, en términos del punto 3.1 del contrato de seguro, 
lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el artículo 75, fracción 
XVI y 1049 ambos del Código de Comercio, en relación con los 
numerales 1339, 1390 Bis y 1390 Bis 1 del ordenamiento legal en cita; 
asimismo, porque no se trata de un juicio de tramitación especial 
establecido en el citado código mercantil ni en otras leyes, ni es de 
cuantía indeterminada.

TERCERO. Legitimación. El actor se encuentra legitimado 
para promover el presente juicio oral mercantil, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 1056 del Código de Comercio, pues comparece 
en su carácter de integrante de la colectividad que ampara el contrato 
de seguro celebrado con la asegurada demandada, por el que se 
expidió la póliza de seguro materia de la controversia.

La demandada tiene legitimación pasiva en la causa, en razón 
de que se encuentra ligada a la controversia, en virtud de que aceptó 
haber celebrado el contrato de seguro del cual se solicita su 
cumplimiento, aunque precise que su perfeccionamiento es a condición 
de que se haya cubierto la prima correspondiente en una plaza, durante 
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la vigencia del contrato, el año calendario en el que los trabajadores se 
retiren y el régimen de pensiones que haya elegido.

CUARTO. Litis. Se constriñe a determinar si resultan 
procedentes las prestaciones reclamadas o si lo que procede es 
absolver a la demandada.

QUINTO. Estudio de la acción. Para fundar sus prestaciones, 
el actor señaló en sus hechos:

* Que el uno de junio de mil novecientos ochenta y cinco, el 
actor ingresó a laborar en la FGR, donde en los recibos de nómina 
respectivos se realizaban los descuentos por el concepto ** 
correspondiente al seguro colectivo de retiro.

* Que el actor se cambió de trabajar de la FGR al INACIPE, y la 
relación laboral que lo unía con dicho instituto se terminó el treinta de 
junio de dos mil veinticuatro, como se observa del recibo de nómina * 
***** correspondiente al periodo de pago del dieciséis al treinta de 
junio de dos mil veinticuatro y la hoja única de servicios emitido por el 
INACIPE, en la que se asentó como fecha de baja el treinta de junio de 
dos mil veinticuatro; asimismo, manifiesta bajo protesta de decir verdad, 
que el señalado recibo de nómina fue el último que se le entregó por el 
INACIPE y en el cual, se encuentra el descuento por el concepto *** 
seguro colectivo de retiro.

* Que el veintiocho de mayo de dos mil veinticinco, el actor 
presentó ante la demandada la solicitud de pago ************ por la 
cobertura asegurada del seguro de retiro, respecto a la cual a través del 
correo electrónico de fecha cuatro de junio de dos mil veinticinco, se le 
informó que su solicitud de pago había sido modificada al status 
observada, porque se detectó que el actor estaba dado de alta en una 
póliza que no le correspondía, toda vez que de acuerdo a su fecha de 
baja (el treinta y uno de enero de dos mil veinticinco), y a que la 
dependencia que pertenece a la colectividad asegurada la FGR, le 
correspondía la póliza ***********; por lo que para continuar con el 
trámite respectivo, era necesario que el actor entrara a su portal para 
verificar los certificados que tuviera activos y realizará su trámite 
respecto a la póliza señalada, subiera los documentos necesarios, junto 
con el último talón de pago que le hubiera expedido la FGR.

* El actor hace la aclaración que su empleadora fue el INACIPE, 
quién le expidió todo el tiempo los recibos de nómina; asimismo, que el 
último recibo de nómina correspondió al periodo del dieciséis al treinta 
de junio de dos mil veinticuatro, fecha en que él causó baja de dicho 
instituto.

* Que el cinco de junio de dos mil veinticinco, el actor presentó 
nuevamente ante la demandada la solicitud de pago ************ por 
la cobertura del seguro de retiro; respecto a la cual, a través del correo 
electrónico de fecha seis de junio de dos mil veinticinco, se le informó 
que su solicitud había sido modificada al estatus de observada, por lo 
que se le pedía adjuntar a su solicitud el último talón de pago de nómina 
correspondiente a la segunda quincena de enero de dos mil 
veinticuatro, emitido por la FGR donde se reflejara el descuento del 
seguro para el retiro.
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* Que el seis de junio de dos mil veinticinco, el actor presentó la 
solicitud de pago ************ ante la demandada por el pago de la 
cobertura del seguro de retiro; de esa solicitud, tuvo respuesta a través 
del oficio *********************** de fecha doce de junio de dos 
mil veinticinco, donde se le informó que si bien su fecha de baja fue el 
treinta y uno de enero de dos mil veinticuatro de acuerdo con el talón de 
pago emitido por la FGR con el folio  *********, sin embargo de 
acuerdo con la concesión de pensión emitida por el ISSSTE folio 
***************, la fecha de su baja definitiva del servicio activo en 
la Administración Pública Federal fue el treinta y uno de octubre de dos 
mil veinticuatro del INACIPE, órgano desconcentrado que no 
participaba en el seguro de retiro contratado con la demandada, con 
base en que su baja definitiva se presentó con fecha posterior a la baja 
de la colectividad asegurada en el seguro para el retiro de la SHCP, por 
lo cual no era procedente la indemnización reclamada mediante la 
citada solicitud de pago.

* Que ante la negativa de la demandada, el actor presentó 
escrito de reclamación contra de la aseguradora ante la Condusef, 
solicitando se sometieran al procedimiento de la conciliación, y se le 
informó que la fecha para la audiencia de conciliación sería el trece de 
agosto de dos mil veinticinco.

* Que el día de la audiencia de conciliación, la demandada a 
través de su apoderado, presentó su informe de ley en el que mencionó 
que era improcedente el pago del seguro para el retiro de la SHCP 
debido a que no le asiste acción y derecho a la parte reclamante para 
solicitar de la aseguradora el pago o cumplimiento; porque en primer 
lugar, el último recibo de pago se advierte como fecha de baja el treinta 
de junio de dos mil veinticuatro, pero no se cubrió el concepto **; en 
segundo lugar, que el INACIPE no formaba parte de las dependencias 
aseguradas en el contrato de seguro; sin embargo, en el recibo de 
nómina que el actor entregó el INACIPE sí se encuentra el concepto ** 
seguro colectivo de retiro.

* Que de acuerdo al contrato de seguro con vigencia del uno de 
marzo de dos mil veinticuatro al veintiocho de febrero de dos mil 
veintiséis, que fue presentado por la demandada en la audiencia de 
conciliación de trece de agosto de dos mil veinticinco, en su página 
35/73 se puede ver claramente que el INACIPE sí pertenece a la 
colectividad en dicho contrato de seguro (FGR ramo **, con número ** 
INACIPE); por lo tanto, señala que corresponde a la demandada 
realizar el pago al actor ya que se le aplica el seguro para el retiro de la 
SHCP de acuerdo a la cobertura denominada “trabajadores que 
eligieron el artículo décimo transitorio de la ley del ISSSTE” 
(trabajadores que no opten por el bono); ello, para los años 2024 y 2025 
inciso a) que dice que los trabajadores que hubieren cotizado 30 años o 
más y tengan una edad mínima de 58 años, y las trabajadoras que 
hubieran cotizado 28 años o más y tengan una edad mínima de 56 
años, tendrán derecho a una suma asegurada equivalente a $********* 
(*********** *** ***** ****** ****** ********).

* Que al no estar de acuerdo con el informe de ley que presentó 
la demandada en la audiencia de conciliación, se dejaron a salvo los 
derechos de las partes para hacerlos valer ante los tribunales 
competentes.
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* Que el contrato de seguro se encuentra perfeccionado 
conforme a lo que dispone la fracción I del artículo 21 de la Ley sobre el 
Contrato de Seguro y la jurisprudencia de rubro “CONTRATO DE 
SEGURO. SUPUESTOS MEDIANTE LOS CUALES SE 
PERFECCIONA”; por lo que la demandada tiene que dar cumplimiento 
al contrato de seguro, el cual se encontraba vigente al momento del 
siniestro y realizar la indemnización al actor conforme al artículo 1 de la 
Ley sobre el Contrato de Seguro, pero al no haber efectuado la 
indemnización correspondiente, es el motivo por el que recurre a los 
tribunales competentes.

De lo narrado y transcrito se advierte que el actor ejerce la 
acción de cumplimiento de contrato de seguro, basado en el hecho de 
que la aseguradora omitió pagarle la suma correspondiente a la 
indemnización del pago para el retiro de la SHCP.

El fondo del presente asunto se resolverá con base en el 
artículo 1 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro que dispone:

“Artículo 1°.- Por el contrato de seguro, la empresa aseguradora se 
obliga, mediante una prima, a resarcir un daño o a pagar una suma de 
dinero al verificarse la eventualidad prevista en el contrato”.

En ese sentido, conforme a lo dispuesto por el citado precepto 1 
de la Ley Sobre el Contrato de Seguros, se advierte que los elementos 
de la acción intentada, son los siguientes: 

1. La existencia del contrato de seguro, por virtud del cual se 
otorgó la póliza materia de la litis a la parte actora. 

2. La actualización de la obligación por parte del ente asegurador, 
respecto del riesgo amparado. 

3. El incumplimiento de dicha obligación por parte de la 
aseguradora demandada. 

Sirve de apoyo a lo anterior, en lo que interesa, la tesis 1a. 
CCXXIX/2013 (10a.), página 737, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 1, 
sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Décima Época, registro 2004179, la cual es del tenor siguiente:

 
“CONTRATO DE SEGURO. LA EXISTENCIA DEL RIESGO CONSTITUYE 
UN ELEMENTO ESENCIAL PARA SU VALIDEZ. Por virtud del contrato de 
seguro, la empresa aseguradora se obliga a resarcir un daño o a pagar una 
suma de dinero al verificarse la eventualidad prevista en el contrato. Es un 
contrato bilateral, oneroso y aleatorio, en el que el riesgo constituye un 
elemento esencial para su validez, ya que en caso de no existir, el contrato 
de seguro es nulo o se resuelve de pleno derecho, conforme a los artículos 
45 y 46 de la Ley sobre el Contrato de Seguro. El riesgo se define como un 
suceso dañoso, futuro e incierto, que es universal o general. En cambio, el 
siniestro constituye la realización del daño temido, que es de carácter 
particular. Esto es, al verificarse el riesgo previsto en el contrato se produce 
lo que se conoce como siniestro. En el caso de los seguros de vida, si bien 
es cierto que la muerte es un hecho futuro, pero no incierto -pues se sabe 
que inevitablemente acontecerá́-, sí existe incertidumbre respecto de la 
fecha y forma en que tendrá́ lugar, por lo cual, es posible considerarla 
técnicamente como riesgo en materia de seguros. Sin embargo, si quien 
pretendía asegurar su vida fallece antes de que la aseguradora comunique 
su aceptación del contrato, el contrato de seguro no puede perfeccionarse 
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6

porque le hace falta un elemento esencial para su validez: el riesgo de que el 
asegurado muera” 

Para el procedimiento, de los artículos 1194 y 1195 del Código 
de Comercio se derivan las siguientes reglas procesales:

La parte actora está obligada a probar los hechos en que funda 
sus pretensiones, con la finalidad de acreditar los extremos de la acción 
relativa, mientras que la demandada tiene la carga de probar las 
excepciones que oponga para desvirtuar la acción que se ejerce en su 
contra.

Por su parte, el segundo de los citados preceptos legales 
dispone que quien niegue no está obligado a demostrar tal negación, 
salvo cuando implique la afirmación expresa de un hecho.

Como se advierte de la demanda, la parte actora refiere que la 
aseguradora demandada incumplió con su obligación respecto del 
contrato de seguro, a través del cual se expidió la póliza de seguro 
materia de la litis; motivo por el cual, en términos del artículo 1194 del 
Código de Comercio, corresponde al accionante probar los hechos 
constitutivos de su acción.

PRUEBAS DE LAS PARTES

Por lo que en la especie, en aplicación de lo establecido en el 
numeral 1194 del Código de Comercio, se ofrecieron las siguientes 
pruebas: 

PRUEBAS DEL ACTOR:

1. Copia de la Hoja Única de Servicios emitida por la Fiscalía 
General de la República y del recibo de nómina correspondiente 
al periodo del 1 al 15 de marzo de 1988.

2. Copia del recibo de nómina correspondiente al periodo del 16 al 
30 de junio de 2024 y de la Hoja Única de Servicios emitida por 
el Instituto Nacional de Ciencias Penales.

3. Copia de la solicitud de pago  ************ de fecha 28 de 
mayo de 2025 y del correo electrónico de 4 de junio de 2025.

4. Copia de la solicitud de pago ************, enviada a través 
de correo electrónico de fecha 6 de junio de 2025.

5. Copia de la solicitud de pago ************ de fecha 6 de junio 
de 2025 y del oficio ************** *********.

6. Acta de audiencia celebrada ante la Condusef.
7. El informe rendido por la demandada ante la Condusef.
8. Escrito de la solicitud de documentos.
9. Original de la póliza de seguro aplicable al contrato de seguro 

base de la acción.
10. Original del contrato de seguro  ************** con vigencia 

del 1 de marzo de 2024 al 28 de febrero de 2026.
11. Original de las condiciones generales del seguro que amparan 

al contrato de seguro base de la acción.
12. La confesional a cargo de la demandada. 
13. Instrumental de actuaciones. 
14. Presuncional legal y humana. 

Cabe precisar que respecto a las documentales ofrecidas como 
pruebas con los números 9, 10 y 11 antes mencionadas, la parte actora 
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afirmó bajo protesta de decir verdad, que se encontraba imposibilitada 
para exhibir tales documentales al obrar en poder de la demandada, por 
lo que en el auto admisorio se requirió a la enjuiciada para que con la 
contestación a la demanda presentara dichos documentos. 

Asimismo, la parte actora al narrar el hecho 8 del escrito de 
demanda, solicitó se requiriera a su contraparte la exhibición de los 
documentos siguientes:

 
- Original de la póliza de seguro aplicable al contrato de seguro 

base de la acción.
- Original del contrato de seguro base de la acción.
- Original de las condiciones generales del seguro que amparan 

al contrato de seguro base de la acción.

Los anteriores documentos fueron requeridos a la institución de 
seguros demandada en el auto admisorio, bajo el apercibimiento que de 
no cumplir, se tendrían por ciertos los hechos que la parte actora 
pretende acreditar con esos documentos. 

Al respecto, la demandada en su escrito de contestación (folio 
7399), incorporó un apartado denominado “requerimiento especial 
realizado por su señoría” en el que manifestó respecto a las 
documentales señaladas con los números 10 y 11, que en términos del 
artículo 20 de la Ley Sobre Contrato de Seguro, los originales han sido 
entregados a la entidad contratante, por lo que se encuentra 
imposibilitada para presentarlos en original o en copia certificada; sin 
embargo, bajo protesta de decir verdad, anexó copia simple de las 
documentales requeridas, las cuales dice que son una reproducción 
exacta de los documentos originales siguientes:

- Copia del contrato abierto para la contratación del seguro de 
retiro para el personal de las Secretarías, Órganos 
Administrativos Desconcentrados, Entidades y Organismos 
Autónomos Participantes, que celebraron con el Ejecutivo 
Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, con número de control **************.

-   Copia de las condiciones generales del seguro para el retiro 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para el personal 
de las Secretarías, Órganos Administrativos Desconcentrados, 
Entidades y Organismos Autónomos Participantes, que 
celebraron con el Ejecutivo Federal por conducto de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con número de 
control **************.

-   Copia de las Especificaciones Técnicas y Alcances del 
Servicio, del seguro de retiro para el personal de las 
Secretarías, Órganos Administrativos Desconcentrados, 
Entidades y Organismos Autónomos Participantes que 
celebraron con el ejecutivo federal por conducto de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que derivan del 
contrato de seguro con número de control **************.

Por lo que respecto al requerimiento de documentos, la 
institución de seguros sustentó la imposibilidad de exhibir los originales 
de las pruebas ofrecidas en los números 10 y 11, en lo dispuesto por el 
artículo 20 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, pero dicho precepto 
únicamente establece la obligación de entregar la póliza al contratante, 
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8

mas no demuestra por sí mismo que la aseguradora carezca de 
ejemplares originales, copias certificables o de cualquier otro medio 
para reproducir oficialmente la documentación requerida.

No obstante lo señalado, ello no conduce a estimar incumplido 
el requerimiento formulado en el auto admisorio, pues la demandada sí 
dio contestación expresa al mismo, manifestó las razones por las cuales 
afirmó encontrarse imposibilitada para exhibir los documentos originales 
y bajo protesta de decir verdad, acompañó copias simples de éstos.

Por otra parte, si bien la demandada no hizo una manifestación 
específica respecto de la póliza de seguro (prueba 9), del escrito de 
que se trata se advierte que la justificación de la imposibilidad expuesta 
se refiere a la documentación contractual correspondiente al seguro 
colectivo base de la acción, dentro de la cual se ubica la póliza 
requerida, razón por la cual se estima que la explicación proporcionada 
comprende también dicha documental.

En consecuencia, al haberse atendido el requerimiento 
formulado por este órgano jurisdiccional, se tuvo por cumplido el 
requerimiento formulado a la demandada y se dejó sin efectos el 
apercibimiento decretado en el auto admisorio (arts. 1390 bis 13 del CC 
y 89 del CFPC, de aplicación supletoria).

Por lo tanto, no resulta jurídicamente procedente derivar en esta 
sentencia una presunción adversa a la demandada por la falta de 
exhibición de los originales, pues ello sería incompatible con la 
determinación procesal previamente adoptada.

Tal circunstancia no implica que las copias aportadas adquieran 
automáticamente determinado valor o alcance probatorio, sino que su 
eficacia deberá establecerse conforme a su contenido, reconocimiento 
por las partes y adminiculación con los restantes elementos de 
convicción.

Se admitieron al actor:

- Documentales señaladas en los números del 1 al 11 (1237 y 
1238 CC).

- Instrumental de actuaciones (1390 bis 44 CC).
- Presuncional legal y humana (1277 CC). 
- La confesional a cargo de la demandada [prueba 12] (1390 bis 

41 CC).

PRUEBAS DE LA DEMANDADA:

1. Copia del contrato abierto para la contratación del seguro de 
retiro para el personal de las Secretarías, Órganos 
Administrativos Desconcentrados, Entidades y Organismos 
Autónomos Participantes, que celebraron con el Ejecutivo 
Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, con número de control **************.

2. Copia de las condiciones generales del seguro para el retiro de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para el personal de 
las Secretarías, Órganos Administrativos Desconcentrados, 
Entidades y Organismos Autónomos Participantes, que 
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celebraron con el Ejecutivo Federal por conducto de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con número de 
control **************.

3. Copia de las Especificaciones Técnicas y Alcances del Servicio, 
del seguro de retiro para el personal de las Secretarías, 
Órganos Administrativos Desconcentrados, Entidades y 
Organismos Autónomos Participantes que celebraron con el 
ejecutivo federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, que derivan del contrato de seguro con número 
de control **************.

4. Las pruebas ofrecidas por el actor en su escrito de demanda, 
en concreto las señaladas con los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7.

5. Instrumental de actuaciones. 
6. Presuncional legal y humana. 

Se admitieron a la demandada:

- Documentales señaladas en los números del 1 al 4 (1237 y 
1238 CC).

- Instrumental de actuaciones (1390 bis 44 CC).
- Presuncional legal y humana (1277 CC). 

De las pruebas del actor con relación a la prueba confesional 
a cargo de la demandada *********** ******** ******* [prueba 
12], desahogada en la audiencia de juicio por conducto de su 
apoderado, esencialmente se obtuvo:

- Que sí celebró el contrato de seguro.
- Negó recordar la vigencia de la póliza de seguro.
- Que dentro del contrato de seguro expresamente se ampara a 

la colectividad de trabajadores de la FGR bajo el ramo  **, 
precisó que solamente se ampara la colectividad de la FGR que 
ésta envía o da de alta ante la aseguradora.

- Que en la página 35 de la póliza de seguro sí se encuentra 
amparada expresamente el INACIPE bajo el ramo  ** de la 
FGR, con la precisión de que en el momento en que se contrató 
y se mandó la documentación se contemplaba y estaría vigente 
siempre y cuando se realizaran los pagos correspondientes.

- Que desconoce si el concepto  ***  denominado “seguro 
colectivo de retiro” corresponde a la prima cobrada por la 
cobertura del seguro de retiro, pues es una cuestión que es 
ajena a la demandada, ya que es una situación que se da entre 
el patrón y el trabajador, sí se maneja dentro de la relación 
contractual puesto que de ahí debería surgir el pago del seguro, 
pero el cobro al trabajador sólo depende de la FGR, ese 
descuento no llega a la aseguradora es independiente. 

- Que la FGR realiza el pago en una sola exhibición y no sabe si 
se hace el descuento al trabajador, pues es la unidad 
administrativa quien hace el descuento al trabajador, no sabe 
que tratamiento le dan, pero es ésta quien manda la 
documentación con el alta de la colectividad y es quien paga la 
prima del seguro; en el caso, ni el INACIPE ni la FGR dieron de 
alta al actor, independiente del pago de la prima, por lo que no 
hubo ningún pago que ampare la reclamación del actor.
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10

FONDO DEL ASUNTO

A las anteriores probanzas documentales ofrecidas por las 
partes, esta juzgadora les concede pleno valor probatorio, con 
fundamento en los artículos 1241, 1292 y 1296 del Código de 
Comercio; no obstante que fueron objetadas en cuanto a su alcance y 
valor probatorio, puesto que tales manifestaciones son insuficientes 
para desvirtuar las documentales, ante la falta de elementos probatorios 
que demuestren la objeción.

Es así, puesto que la objeción expuesta por la demandada van 
encaminadas a combatir el contenido de dichas documentales y no su 
continente; de ahí que al ser esa cuestión materia de análisis en el 
presente fallo, en el que se valoran todos los elementos probatorios 
aportados por las partes, así como las constancias de autos, se les 
concede pleno valor probatorio a tales documentos, como si hubieren 
sido reconocidos expresamente, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 1241 y 1296 del Código de Comercio, debido a que no fueron 
objetados en cuanto a su autenticidad.

Encuentra respaldo lo anterior, por su contenido esencial, en la 
tesis de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, página 
291, tomo I, primera parte-1, enero-junio de 1988, Octava Época, 
Registro 207529, que es del rubro y texto siguiente:

“DOCUMENTOS, OBJECIONES A LOS. DEBEN TENERSE POR NO 
HECHAS SI SOLO SE REFIEREN AL ALCANCE PROBATORIO. Si la 
objeción a diversas facturas aportadas como prueba se hace consistir 
exclusivamente en que éstas no acreditan los hechos que con las mismas 
pretendieron demostrarse, debe considerarse que ello no constituye en 
realidad una objeción que impida otorgarles valor probatorio, pues no se 
controvierte su autenticidad, sino exclusivamente su alcance probatorio, 
debiendo, por tanto, tenerse como objetadas y, otorgándoles valor 
probatorio, determinar su alcance conforme a las circunstancias del caso, a 
las demás pruebas aportadas, si las hubo, y a los argumentos esgrimidos 
para desvirtuar lo que con ellas se pretende acreditar”.

La parte actora ejerce la acción de cumplimiento del contrato de 
seguro y reclama esencialmente, el pago de la suma asegurada 
correspondiente a la cobertura básica por retiro prevista en el contrato 
de seguro, así como las prestaciones accesorias que hace derivar de la 
falta de pago.

Ahora bien, al desahogarse la confesional a cargo de la 
demandada por conducto de su apoderado, éste reconoció la 
celebración del contrato de seguro; manifestó que dentro del contrato 
se contempla a la colectividad correspondiente a la FGR bajo el ramo 
**; y reconoció que en la página 35 de la documentación contractual 
aparece el Instituto Nacional de Ciencias Penales bajo dicho ramo, 
aunque precisó que, a consideración de la aseguradora, la cobertura 
individual dependía de que la persona hubiera sido reportada dentro de 
la colectividad y se hubiera efectuado el pago correspondiente.

También manifestó desconocer si el concepto ***, denominado 
“seguro colectivo de retiro”, asentado en el recibo de nómina, 
correspondía directamente a la prima recibida por la demandada; 
explicó que el descuento al trabajador era administrado por la 
dependencia correspondiente; señaló que la dependencia efectuaba el 
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pago a la aseguradora en una sola exhibición y remitía la información 
de la colectividad; y sostuvo que ni el INACIPE ni la FGR dieron de alta 
al actor ni existió pago de prima que amparara su reclamación.

Tales manifestaciones deben valorarse exclusivamente 
respecto de los hechos concretos reconocidos por el absolvente y 
conjuntamente con los restantes elementos de prueba, sin atribuirles el 
alcance de una confesión respecto de aquellos hechos que fueron 
expresamente negados.

Las anteriores pruebas resultan suficientes para tener por 
acreditados los elementos de la acción de cumplimiento de contrato de 
seguro, debido a lo siguiente:

a) La existencia del contrato de seguro, por virtud del cual se 
otorgó la póliza materia de la litis. El primer elemento se encuentra 
acreditado:

Porque ambas partes incorporaron al procedimiento la copia del 
contrato abierto  **************, sus condiciones generales y las 
Especificaciones Técnicas y Alcances del Servicio.

Además, la propia demandada reconoció tanto al contestar la 
demanda como al desahogarse la confesional la existencia del contrato.

De dicha documentación se desprende que el objeto de la 
contratación consistió en proporcionar el seguro de retiro al personal 
comprendido dentro de las Secretarías, Órganos Administrativos 
Desconcentrados, Entidades y Organismos Autónomos participantes, 
conforme a los términos establecidos en el contrato y sus anexos.

Asimismo, no existe controversia respecto de que su vigencia 
comprendió del uno de marzo de dos mil veinticuatro al veintiocho de 
febrero de dos mil veintiséis.

En consecuencia, se encuentra demostrada la existencia y 
vigencia del contrato del cual deriva la cobertura invocada.

b) La actualización de la obligación por parte del ente 
asegurador, respecto del riesgo amparado. Se encuentra demostrado:

Este segundo elemento exige determinar si el actor se 
encontraba comprendido dentro de la colectividad protegida y si durante 
la vigencia del seguro, se actualizaron respecto de él las condiciones 
establecidas contractualmente para obtener la cobertura básica por 
retiro.

De las condiciones contractuales se desprende que la 
cobertura “Básica por Retiro” tiene por objeto proteger a los servidores 
públicos que causen baja definitiva del servicio una vez satisfechos los 
requisitos relativos al tiempo de cotización al ISSSTE, edad, año 
calendario del retiro y régimen pensionario elegido, en los términos 
previstos en la documentación contractual.

En particular, el apartado  *** establece, respecto de los 
trabajadores sujetos al régimen previsto en el artículo Décimo 
Transitorio de la Ley del ISSSTE, que para los años dos mil veinticuatro 
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y dos mil veinticinco los trabajadores que hubieran cotizado treinta años 
o más y tuvieran una edad mínima de cincuenta y ocho años tendrían 
derecho a una suma asegurada de $********* (*********** *** ***** 
****** ****** ********).

En ese contexto, deben examinarse separadamente: la fecha 
de baja definitiva, la pertenencia del actor a la colectividad contemplada 
en el seguro, y el cumplimiento de los requisitos personales 
establecidos para la cobertura.

Ahora bien, la fecha en que ocurrió la baja definitiva del actor 
del servicio activo de la Administración Pública Federal no constituye un 
hecho controvertido.

En efecto, al contestar el hecho 5 de la demanda, la enjuiciada 
manifestó expresamente que era cierto y al efectuar las precisiones que 
estimó pertinentes, señaló que conforme a la documentación 
presentada con motivo de la reclamación, el actor había causado baja 
de la FGR el treinta y uno de enero de dos mil veinticuatro; sin embargo 
reconoció que, de acuerdo con la concesión de pensión emitida por el 
ISSSTE a favor del accionante, la fecha de su baja definitiva del servicio 
activo de la Administración Pública Federal fue el treinta y uno de 
octubre de dos mil veinticuatro del INACIPE.

Por lo que, si la concesión de pensión a la que hizo referencia 
la aseguradora no fue incorporada como prueba documental al presente 
juicio, ello no impide tener por establecido el hecho expresamente 
admitido por la propia demandada al contestar la demanda.

Debe distinguirse en ese sentido, entre la documental que la 
aseguradora mencionó como fuente de su conocimiento y la 
manifestación procesal, mediante la cual reconoció expresamente la 
fecha de baja definitiva; la primera no puede ser valorada como medio 
de prueba documental si no fue incorporada legalmente al 
procedimiento; pero ello, no elimina la eficacia de la admisión efectuada 
por la propia demandada respecto de un hecho afirmado por su 
contraparte.

Consecuentemente, para efectos de esta controversia, se tiene 
por establecido que la baja definitiva del actor del servicio activo de la 
Administración Pública Federal ocurrió el treinta y uno de octubre de 
dos mil veinticuatro y esa fecha se encuentra comprendida dentro de 
la vigencia del contrato de seguro.

Además, permite delimitar adecuadamente la controversia, 
pues la demandada no sostuvo que la baja definitiva hubiera ocurrido 
en una fecha distinta; su defensa consistió en afirmar que, cuando se 
produjo, el actor ya no pertenecía a la colectividad asegurada, porque 
previamente había causado baja de la FGR y posteriormente se 
encontraba adscrito al INACIPE, institución que según la aseguradora, 
no participaba en el seguro y respecto de la cual no recibió el pago de 
prima; por lo que cuestión litigiosa no consiste en determinar cuándo 
ocurrió la baja definitiva, sino si al producirse ésta, el actor se 
encontraba protegido por el contrato de seguro.

Sobre la pertenencia a la colectividad contemplada en el 
seguro, de la documentación contractual aportada por las partes se 
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advierte que en la relación de instituciones comprendidas en el seguro, 
aparece expresamente identificado el INACIPE dentro del ramo  ** 
correspondiente a la FGR, con el número **.

Ese hecho encuentra corroboración en la confesional 
desahogada por el apoderado de la demandada, quien reconoció que el 
INACIPE aparece en la página 35 de la documentación contractual bajo 
el referido ramo, aunque sostuvo que ello no bastaba para generar 
cobertura individual si el trabajador no había sido reportado y no se 
había efectuado el pago correspondiente.

Por otra parte, la Hoja Única de Servicios expedida por el 
INACIPE y el recibo de nómina correspondiente al periodo del 
dieciséis al treinta de junio de dos mil veinticuatro, acreditan la 
vinculación laboral del actor con dicho instituto y además, en ese recibo 
aparece el descuento identificado con el concepto  ***, denominado 
“seguro colectivo de retiro”.

La existencia del descuento acredita que al actor se le efectuó 
una deducción de nómina bajo el concepto señalado, pero no 
demuestra por sí sola, que esa cantidad hubiera sido posteriormente 
entregada a la demandada como pago de la prima correspondiente; no 
obstante, sí constituye un elemento relevante que valorado 
conjuntamente con la inclusión expresa del INACIPE en la 
documentación contractual, la relación laborar del actor con dicho 
instituto y los restantes elementos de convicción, se corrobora su 
vinculación con el esquema colectivo de seguro materia de la 
controversia.

De ahí que no resulte suficiente la afirmación de la demandada 
en el sentido de que el INACIPE no participaba en el seguro, pues tal 
postura se contrapone con la propia documentación contractual en la 
que dicho instituto aparece expresamente identificado dentro de la 
relación correspondiente.

La circunstancia de que el INACIPE cuente con personalidad 
jurídica, patrimonio propio o autonomía técnica y de gestión tampoco 
conduce a una conclusión distinta, pues la controversia no consiste en 
determinar abstractamente su naturaleza jurídica sino en establecer si 
se encontraba contemplado en el contrato de seguro efectivamente 
celebrado, y sobre ese punto la documentación contractual aportada 
por las partes constituye el elemento directamente relevante.

Cuestión distinta es determinar si pese a esa inclusión 
institucional, la alegada falta de alta individual del actor o de pago de la 
prima produjo jurídicamente la inexistencia o cesación de la cobertura, 
lo cual será examinado posteriormente.

Con relación a los requisitos de la edad, tiempo de cotización 
y régimen pensionario, en las solicitudes de pago presentadas ante la 
demandada se asentó que el actor tenía ** años de edad, contaba con 
** años y ** días de cotización al ISSSTE y se encontraba sujeto al 
régimen previsto en el artículo Décimo Transitorio de la Ley del 
ISSSTE; si bien dichas solicitudes, por provenir del propio interesado, 
no son suficientes por sí solas para demostrar la veracidad de todos los 
datos asentados en ellas, en el caso adquiere notabilidad que tales 
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extremos no fueron controvertidos específicamente por la 
demandada.

En efecto, la oposición de la demandada se concentró en 
sostener que el actor había causado baja de la colectividad asegurada, 
que el INACIPE no participaba en el seguro, que aquél no había sido 
dado de alta individualmente y que no se había cubierto la prima 
correspondiente; mas no negó específicamente que contara con la 
edad, tiempo de cotización y régimen pensionario señalados; por lo que 
esos extremos quedaron fuera de la controversia y no requieren prueba 
adicional.

En consecuencia, al treinta y uno de octubre de dos mil 
veinticuatro, fecha reconocida por ambas partes como correspondiente 
a la baja definitiva del actor del servicio activo de la Administración 
Pública Federal, éste satisface los requisitos de edad, tiempo de 
cotización y régimen pensionario previstos en el apartado ***, inciso *), 
para la cobertura básica por retiro correspondiente al año dos mil 
veinticuatro.

Resta examinar la incidencia de los dos argumentos centrales 
mediante los cuales la aseguradora pretende excluir al actor de la 
cobertura, esto es, que no recibió el pago de una prima 
correspondiente a éste y que ni la FGR ni el INACIPE lo dieron de 
alta dentro de la colectividad asegurada, pero tales cuestiones deben 
distinguirse de los elementos constitutivos de la acción.

Los artículos 21, fracciones I y II, y 35 de la Ley Sobre el 
Contrato de Seguro regulan el perfeccionamiento del contrato y la 
relación entre éste y el pago de la prima y en ese contexto, el pago de 
la prima no constituye un elemento de la acción de indemnización por 
riesgo producido cuya acreditación corresponda al asegurado.

Resulta aplicable la jurisprudencia 1a./J. 114/2008, registro 
digital 167544, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: “CONTRATO DE SEGURO. AL NO SER EL PAGO 
DE LA PRIMA UN ELEMENTO DE LA ACCIÓN DE INDEMNIZACIÓN 
POR RIESGO PRODUCIDO, NO ES OBLIGACIÓN DEL ASEGURADO 
ACREDITAR ÉSTE PARA EJERCITARLA, SINO QUE 
CORRESPONDE A LA ASEGURADORA OPONER COMO 
EXCEPCIÓN LA FALTA DE PAGO PARA DESVIRTUARLA”.

Lo anterior no significa que la falta de pago de la prima carezca 
de consecuencias jurídicas, pues la propia Ley Sobre el Contrato de 
Seguro contempla supuestos en los que puede producir la cesación de 
los efectos del contrato.

La consecuencia relevante para este asunto es que una vez 
demostrados los elementos constitutivos de la acción, no corresponde 
exigir al asegurado que demuestre adicionalmente el efectivo entero de 
la prima a la compañía aseguradora; si ésta pretende liberarse de su 
obligación con motivo de la falta de pago, le corresponde demostrar los 
hechos en que sustenta esa excepción y que éstos produjeron 
jurídicamente la inexistencia o cesación de la cobertura respecto de la 
persona cuya indemnización se reclama.
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En el caso, la aseguradora afirmó que no recibió pago alguno 
del INACIPE por concepto de prima correspondiente al actor; sin 
embargo, no aportó elementos de convicción suficientes para acreditar 
ese hecho en los términos necesarios para demostrar la cesación o 
inexistencia de la cobertura respecto del actor, pues no exhibió registros 
de altas y bajas de la colectividad, relaciones de asegurados remitidas 
por la contratante, comunicaciones mediante las cuales se hubiera 
excluido al accionante, comprobantes o registros de pago que 
permitieran establecer qué personas se encontraban cubiertas por las 
primas recibidas ni algún otro elemento objetivo que demostrara que 
pese a la inclusión del INACIPE en la documentación contractual y a la 
vinculación laboral del actor con dicha institución, éste se encontraba 
excluido de la cobertura.

La manifestación realizada por el apoderado de la demandada 
al desahogar la confesional, en el sentido de que ni el INACIPE ni la 
FGR dieron de alta al actor, tampoco basta para demostrar ese extremo 
en su beneficio, pues constituye la afirmación de un hecho controvertido 
favorable a la propia posición procesal de la aseguradora y no se 
encuentra respaldada por documentación objetiva que permita 
corroborarlo.

Aunado a ello, de las propias manifestaciones del absolvente se 
desprende que la administración de los descuentos efectuados a los 
trabajadores, el pago global a la aseguradora y la remisión de la 
información correspondiente a la colectividad eran actos realizados por 
las unidades administrativas competentes y no directamente por cada 
trabajador.

De ahí que la sola circunstancia de que el actor no hubiera 
demostrado personalmente el pago de la prima o su alta administrativa 
ante la demandada no sea suficiente para desconocer una cobertura 
cuya existencia reclama como integrante de una colectividad; lo que 
resulta particularmente relevante porque, conforme a la documentación 
contractual aportada al procedimiento, el INACIPE aparece 
expresamente comprendido en la relación correspondiente, mientras 
que el recibo de nómina del actor contiene un descuento bajo el 
concepto “seguro colectivo de retiro”.

Al respecto, se reitera que este último dato no se utiliza para 
tener por probado el efectivo pago de la prima a la aseguradora sino 
como un elemento de corroboración de la vinculación del actor con el 
esquema colectivo cuya cobertura reclama; en consecuencia, con el 
material probatorio existente, los argumentos relativos a la falta de pago 
de la prima y a la ausencia de alta individual no desvirtúan la 
actualización del supuesto de cobertura demostrada por el actor y por 
eso, se encuentra acreditado el segundo elemento de la acción.

c) El incumplimiento de dicha obligación por parte de la 
aseguradora demandada. El tercer elemento también se encuentra 
demostrado por lo siguiente:

El actor acreditó haber formulado ante la demandada las 
solicitudes de pago  ************* ************ y SP-*********; 
asimismo, mediante las comunicaciones electrónicas aportadas al 
procedimiento y el oficio  *********************** quedó 
acreditado que la aseguradora conoció la reclamación y determinó no 
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efectuar el pago solicitado; además de que la negativa de pago 
tampoco constituye un hecho controvertido.

En efecto, la propia demandada reconoce haber rechazado la 
reclamación, al considerar que la baja definitiva del actor ocurrió 
cuando se encontraba adscrito al INACIPE y que según su postura, 
dicho instituto no participaba en el seguro, no había dado de alta al 
accionante y no había cubierto la prima correspondiente.

No obstante tales razones no resultaron suficientes, con el 
material probatorio aportado, para desvirtuar los hechos constitutivos de 
la acción, pues como se explicó, la documentación contractual identifica 
expresamente al INACIPE dentro de la relación correspondiente, se 
encuentra acreditada la vinculación del actor con dicho instituto, la baja 
definitiva del servicio activo ocurrió el treinta y uno de octubre de dos 
mil veinticuatro, durante la vigencia del contrato, y los requisitos 
personales de edad, tiempo de cotización y régimen pensionario 
establecidos para la cobertura no fueron materia de controversia.

De igual forma, la demandada no acreditó que la falta de pago 
de la prima o la ausencia de alta individual hubieran producido 
jurídicamente la exclusión del actor o la cesación de los efectos del 
seguro respecto de éste; por lo que quedó demostrado que la 
demandada se abstuvo de cubrir la suma asegurada pese a haberse 
actualizado el supuesto contractual invocado por el accionante y por 
ende, se encuentra acreditado el tercer elemento de la acción.

En ese sentido, de la valoración individual y conjunta del 
material probatorio se concluye que el actor acreditó los hechos 
constitutivos de la acción de cumplimiento ejercida, pues quedó 
demostrada la existencia y vigencia del contrato de seguro, que el 
INACIPE aparece expresamente comprendido en la documentación 
correspondiente a la colectividad contemplada por el seguro, la 
vinculación laboral del actor con dicho instituto, que su baja definitiva 
del servicio activo de la Administración Pública Federal ocurrió el treinta 
y uno de octubre de dos mil veinticuatro, durante la vigencia contractual, 
y que reunía los requisitos de edad, tiempo de cotización y régimen 
pensionario previstos en el apartado  ***, inciso *), para acceder a la 
cobertura básica por retiro; asimismo, quedó acreditado que el actor 
formuló la reclamación correspondiente ante la aseguradora y que ésta 
negó el pago.

Por su parte, si bien la demandada sostuvo que el accionante 
no había sido dado de alta dentro de la colectividad y que no recibió el 
pago de la prima correspondiente, tales circunstancias no constituyen 
hechos cuya demostración corresponda al asegurado como elementos 
de la acción y ésta no aportó medios de convicción suficientes para 
acreditar que hubieran producido la exclusión del actor o la cesación de 
los efectos del seguro respecto de éste.

Debe reiterarse que el descuento identificado con el concepto 
*** en el recibo de nómina no se considera prueba del pago de la 
prima a la aseguradora sino únicamente un elemento que valorado con 
la restante documentación, corrobora la vinculación del actor con el 
seguro colectivo de retiro y en esas condiciones, la parte actora acreditó 
los hechos constitutivos de la acción ejercida.
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SEXTO. Estudio de las excepciones. Establecido lo anterior, 
previamente a determinar la procedencia o improcedencia de las 
prestaciones reclamadas, corresponde dilucidar si la demandada 
justificó las excepciones y defensas que hizo valer, conforme a lo 
dispuesto por el artículo 1194 del Código de Comercio.

En el escrito de contestación de demanda, la enjuiciada opuso 
como excepciones y defensas las siguientes:

1. Falta de legitimación procesal de la parte actora. 

2. La que se deriva de la falta de legitimación pasiva en la 
presente causa de la demandada.

3. Falta de acción y derecho de la actora.

4. Obscuridad y defecto legal de la demanda.

5. La derivada de la ausencia de relación jurídica alguna entre la 
demandada y el actor, así como con su empleador el INACIPE. 

6. La derivada del pago de gastos y costas. 

7. La derivada de la preclusión de aportar material probatorio a 
menos de que su naturaleza sea superviniente. 

8. Las que se deriven de la presente contestación de demanda.

Las excepciones identificadas con los números 1, 2 y 5 serán 
analizadas conjuntamente, dada la estrecha relación existente entre los 
argumentos que las sustentan; en primer término, debe precisarse que, 
aunque la demandada denominó a la primera de sus excepciones “falta 
de legitimación procesal”, los argumentos en que la sustenta no se 
encuentran dirigidos a cuestionar la capacidad del actor para 
comparecer al procedimiento ni la representación con que lo hace sino 
la titularidad del derecho sustantivo cuyo cumplimiento reclama, por lo 
que el planteamiento corresponde propiamente a una cuestión de 
legitimación en la causa y debe analizarse atendiendo a esa naturaleza; 
las excepciones de mérito son infundadas.

Como quedó establecido en el considerando precedente, se 
acreditó la existencia y vigencia del contrato de seguro, así como que 
en la documentación contractual correspondiente aparece 
expresamente identificado el INACIPE dentro de la relación de 
instituciones contempladas por el seguro, bajo el ramo  **  
correspondiente a la FGR con el número  **; asimismo, quedó 
demostrada la vinculación laboral del actor con dicho instituto.

Por otra parte, al contestar el hecho 5 de la demanda, la 
aseguradora reconoció expresamente que la baja definitiva del actor del 
servicio activo de la Administración Pública Federal ocurrió el treinta y 
uno de octubre de dos mil veinticuatro, esto es, durante la vigencia del 
contrato de seguro y de igual manera, los hechos relativos a que el 
actor contaba con ** años de edad, ** años y ** días de cotización al 
ISSSTE y se encontraba sujeto al régimen previsto en el artículo 
Décimo Transitorio de la ley de dicho instituto no fueron 
específicamente controvertidos por la demandada.
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En consecuencia, como se determinó en el considerando 
anterior, tales extremos quedaron fuera de la materia de controversia y 
permiten tener por satisfechos los requisitos personales previstos en el 
apartado  *** , inciso *), para la cobertura básica por retiro 
correspondiente al año dos mil veinticuatro.

En esas condiciones, la circunstancia de que el actor no hubiera 
intervenido personalmente en la celebración del contrato de seguro no 
determina que carezca de legitimación para exigir la suma asegurada, 
pues la naturaleza colectiva del seguro implica que las personas 
respecto de las cuales puede actualizarse la cobertura no 
necesariamente coincidan con la persona que formalmente celebró el 
contrato con la aseguradora.

Por ello, la legitimación del accionante no depende de que 
hubiera celebrado personalmente el contrato de seguro sino de que se 
encuentre comprendido dentro de la colectividad protegida y se hayan 
actualizado respecto de él las condiciones contractualmente previstas 
para adquirir el derecho a la suma asegurada; tales extremos, en los 
términos precisados en el considerando quinto quedaron demostrados y 
por las mismas razones resulta infundada la excepción de falta de 
legitimación pasiva.

La demandada reconoció la existencia del contrato de seguro y 
su carácter de aseguradora respecto de éste; por lo que es 
precisamente la persona jurídica frente a la cual debe dirigirse la 
pretensión mediante la que se exige el cumplimiento de la obligación de 
pago derivada de la cobertura.

Tampoco modifica esa conclusión el argumento consistente en 
que la demandada no celebró directamente un contrato con el INACIPE, 
pues el derecho reclamado no se sustenta en la existencia de un 
contrato individual celebrado entre el actor, el INACIPE y la 
aseguradora sino en el contrato colectivo de seguro y en la inclusión del 
actor dentro del ámbito de protección que éste establece.

En ese sentido, la afirmación de la aseguradora en cuanto a 
que el INACIPE no participaba en el seguro se contrapone con el 
contenido de la documentación contractual aportada al procedimiento, 
en la que dicho instituto aparece expresamente identificado dentro del 
ramo  ** correspondiente a la FGR y la circunstancia invocada por la 
demandada relativa a que el INACIPE cuenta con personalidad jurídica, 
patrimonio propio y autonomía técnica y de gestión tampoco demuestra, 
por sí misma su exclusión del seguro.

Con independencia de la naturaleza jurídica que corresponda a 
dicho instituto, el punto relevante para resolver la controversia consiste 
en determinar si fue contemplado en el contrato efectivamente 
celebrado, cuestión que se encuentra en la propia documentación 
contractual.

Ahora bien, la demandada también pretende sustentar la 
inexistencia de relación jurídica en que no recibió pago alguno por 
concepto de prima respecto del actor y en que éste no fue dado de alta 
individualmente por la FGR o por el INACIPE, pero esos argumentos 
tampoco resultan suficientes, ya que como se estableció en el 
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considerando precedente, el pago de la prima no constituye un 
elemento de la acción de indemnización por riesgo producido cuya 
demostración corresponda al asegurado.

En términos de la jurisprudencia 1a./J. 114/2008, registro digital 
167544, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: “CONTRATO DE SEGURO. AL NO SER EL PAGO 
DE LA PRIMA UN ELEMENTO DE LA ACCIÓN DE INDEMNIZACIÓN 
POR RIESGO PRODUCIDO, NO ES OBLIGACIÓN DEL ASEGURADO 
ACREDITAR ÉSTE PARA EJERCITARLA, SINO QUE 
CORRESPONDE A LA ASEGURADORA OPONER COMO 
EXCEPCIÓN LA FALTA DE PAGO PARA DESVIRTUARLA”, 
corresponde a la aseguradora acreditar los hechos en que sustenta esa 
defensa.

Lo anterior no significa que la falta de pago de la prima carezca 
de consecuencias jurídicas, pero cuando la aseguradora pretende 
obtener de esa circunstancia una consecuencia liberatoria, debe 
demostrar los hechos necesarios para establecer que produjo 
jurídicamente la exclusión del asegurado o la cesación de los efectos 
del seguro respecto de éste; en el caso, la demandada no aportó 
elementos de convicción suficientes para acreditar ese extremo.

Como se razonó en el considerando anterior, no exhibió 
registros de altas y bajas de la colectividad, relaciones de asegurados 
remitidas por la entidad contratante, comunicaciones mediante las 
cuales se hubiera excluido al actor, registros de pago que permitieran 
establecer qué personas se encontraban amparadas por las primas 
recibidas ni algún otro elemento objetivo que demostrara que el actor se 
encontraba fuera de la cobertura.

La manifestación efectuada por el apoderado de la demandada 
al desahogar la confesional, en el sentido de que ni el INACIPE ni la 
FGR dieron de alta al actor, tampoco resulta suficiente para demostrar 
en beneficio de su representada un hecho controvertido favorable a su 
propia posición procesal, particularmente cuando no se encuentra 
respaldado por documentación objetiva que permita corroborarlo.

Asimismo, el hecho de que en el recibo de nómina del actor 
aparezca el descuento identificado con el concepto  ***, denominado 
“seguro colectivo de retiro”, no se utiliza para tener por demostrado que 
la cantidad respectiva fue efectivamente entregada a la demandada, 
dado que su alcance se limita a constituir un elemento que, valorado 
conjuntamente con la inclusión del INACIPE en la documentación 
contractual y la relación laboral del accionante con dicho instituto, 
corrobora su vinculación con el esquema colectivo de seguro.

Por lo que la falta de pago de la prima y la ausencia de alta 
individual alegadas por la demandada no quedaron acreditadas en 
términos suficientes para establecer que hubieran producido 
jurídicamente la exclusión del actor o la cesación de los efectos de la 
cobertura respecto de éste.

La excepción marcada con el número 3, es infundada; toda vez 
que la demandada hizo valer la excepción de falta de acción y derecho 
esencialmente en las manifestaciones formuladas al contestar los 
hechos y prestaciones de la demanda; tal planteamiento no constituye 
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propiamente una excepción autónoma cuando se limita a negar que la 
parte actora haya demostrado los elementos necesarios para obtener 
una sentencia favorable, pues su estudio se encuentra comprendido en 
el análisis de los hechos constitutivos de la acción y de las defensas 
opuestas para desvirtuarlos.

Es así porque quedó desarrollado en el considerando quinto, 
que el actor acreditó la existencia y vigencia del contrato de seguro, se 
estableció que el INACIPE aparece expresamente comprendido en la 
documentación contractual correspondiente, quedó demostrada la 
vinculación laboral del accionante con dicho instituto, la demandada 
admitió que su baja definitiva del servicio activo ocurrió el treinta y uno 
de octubre de dos mil veinticuatro, y los requisitos relativos a edad, 
tiempo de cotización y régimen pensionario necesarios para acceder a 
la cobertura no fueron específicamente controvertidos; asimismo, quedó 
acreditada la formulación de la reclamación y la negativa de la 
aseguradora a efectuar el pago.

Por su parte, la enjuiciada no demostró que la alegada falta de 
pago de la prima o de alta individual hubiera producido jurídicamente la 
exclusión del actor o la cesación de los efectos de la cobertura y por lo 
tanto, al haberse demostrado los hechos constitutivos de la acción y no 
haberse acreditado una causa jurídicamente eficaz que impida, 
modifique o extinga el derecho reclamado, la defensa de falta de acción 
y derecho resulta infundada.

La excepción marcada con el número 4, es infundada; en la 
que la aseguradora sostuvo que la demanda es oscura y defectuosa 
porque el actor omitió precisar adecuadamente las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar de los hechos en que sustenta sus pretensiones, 
lo que a su consideración, le generó confusión e indefensión.

En principio, debe precisarse que la oscuridad de la demanda 
constituye una cuestión de naturaleza procesal vinculada con la 
adecuada integración de la controversia, pero de las constancias del 
procedimiento existen elementos suficientes para determinar si la 
deficiencia alegada produjo una afectación real al derecho de defensa 
de la demandada; en el caso, examinada la demanda no se advierte la 
oscuridad alegada.

El actor identificó las prestaciones reclamadas, señaló el 
contrato de seguro del cual pretende derivar su derecho, expuso su 
relación con la FGR y posteriormente con el INACIPE; narró las 
circunstancias relacionadas con su baja definitiva, precisó las 
solicitudes de pago presentadas ante la aseguradora, señaló las 
respuestas que recibió de ésta, identificó la cobertura contractual cuya 
aplicación pretende y explicó las razones por las cuales considera 
improcedente la negativa de pago, por lo que esos elementos 
permitieron conocer con claridad tanto la pretensión como su causa.

Además, la propia contestación de la demandada evidencia que 
comprendió los hechos y fundamentos esenciales de la reclamación, 
por lo que la aseguradora estuvo en posibilidad de pronunciarse sobre 
la fecha de baja del actor, su adscripción a la FGR y al INACIPE, la 
integración de la colectividad asegurada, el pago de la prima, la 
supuesta ausencia de alta individual, la documentación contractual, las 
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solicitudes de pago, y las razones por las que considera que no se 
actualizó la cobertura.

Asimismo, ofreció pruebas, formuló objeciones y articuló 
diversas excepciones y defensas directamente relacionadas con el 
fondo de la controversia; por ello, no se advierte que la forma en que 
fue planteada la demanda hubiera impedido a la enjuiciada conocer 
aquello que se le reclamaba o ejercer adecuadamente su derecho de 
defensa, por lo que no se acredita una afectación material derivada de 
la supuesta falta de claridad de la demanda.

La excepción señalada con el número 7, es inatendible; pues 
la demandada sostuvo que debía declararse precluido el derecho del 
actor para ofrecer elementos probatorios distintos de aquellos que 
acompañó u ofreció oportunamente, salvo los que legalmente pudieran 
tener carácter superveniente.

El planteamiento no constituye una excepción sustantiva 
susceptible de destruir, modificar o extinguir el derecho reclamado, 
dado que es una consecuencia procesal derivada de las reglas que 
rigen el ofrecimiento y admisión de pruebas, y en el presente asunto, la 
decisión se sustenta exclusivamente en los medios de convicción que 
fueron oportunamente ofrecidos, admitidos y en su caso, desahogados 
e incorporados al procedimiento conforme a las reglas aplicables.

En ese sentido, el planteamiento relativo a la preclusión 
probatoria resulta ineficaz para desvirtuar la acción ejercida, sin 
perjuicio de que durante la sustanciación del procedimiento se hayan 
aplicado las reglas de preclusión correspondientes respecto de 
cualquier medio de prueba presentado fuera de la oportunidad legal.

La excepción indicada con el número 6, es inatendible; la 
aseguradora sostuvo que no procede condenarla al pago de gastos y 
costas y que por el contrario, éstos deben ser cubiertos por la parte 
actora al haber promovido una acción carente de sustento.

El planteamiento no constituye una excepción dirigida a destruir 
los elementos de la acción principal, sino una cuestión accesoria cuya 
procedencia depende de las reglas específicas aplicables a la condena 
en costas y del resultado del litigio, por lo que su análisis se reserva 
para el apartado correspondiente de esta sentencia.

La excepción opuesta en el número 8, es infundada; 
consistente en la excepciones y defensas derivadas de la contestación, 
pues su planteamiento se realizó de manera genérica, por lo que no es 
por sí misma una excepción autónoma, pues corresponde atender a los 
hechos y argumentos concretamente expuestos por la parte 
demandada y determinar si de ellos deriva alguna circunstancia 
impeditiva, modificativa o extintiva del derecho reclamado.

En cumplimiento del principio de exhaustividad, fueron 
analizados los planteamientos sustanciales contenidos en la 
contestación, y de la misma no se advierte algún otro planteamiento 
autónomo que por su contenido, requiera pronunciamiento distinto de 
los efectuados en los apartados precedentes.
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En las relatadas condiciones, las excepciones y defensas 
opuestas por la demandada no desvirtúan la procedencia de la 
acción de cumplimiento del contrato de seguro ejercida por el actor.

SÉPTIMO. Decisión. Expuesto lo anterior, al haber resultado 
infundadas e inatendibles las excepciones y defensas opuestas por la 
aseguradora demandada, y al encontrarse acreditados los elementos 
constitutivos de la acción ejercida, con apoyo en el artículo 1 de la Ley 
Sobre el Contrato de Seguro, lo procedente es:

1) Condenar a la demandada al cumplimiento del contrato de 
seguro correspondiente a la indemnización del pago para el retiro de la 
SHCP y en consecuencia, a realizar el pago al actor de la cantidad de 
$********* (*********** *** ***** ****** ****** ********), de acuerdo 
con el punto  *** del contrato de seguro (prestaciones A y B); lo que 
deberá cumplir en el perentorio plazo de setenta y dos horas, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 277 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas; con el apercibimiento que de no 
hacerlo, se procederá a instancia de parte, al cumplimiento forzoso de 
la presente sentencia, una vez que sea legalmente ejecutable.

2) Condenar a la demandada al pago de la indemnización por 
mora, que comprende los intereses moratorios, así como la 
actualización de la suerte principal (prestación C), a partir del 7 de julio 
de 2025, día consecutivo al que venció el plazo de treinta días naturales 
previsto por el precepto 71 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, 
siguiente a la fecha en que se hizo exigible la obligación a cargo de la 
demandada y hasta que quede pagada la suerte principal; lo anterior, 
es así ya que el actor presentó la última documentación 
correspondiente a la aseguradora con la solicitud de pago SP-
*********, enviada a través de correo electrónico de fecha 6 de junio 
de 2025, por lo que el plazo señalado concluyó en la data antes 
mencionada; lo anterior en términos de lo dispuesto por el artículo 276 
de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas; los que serán 
cuantificados en ejecución de sentencia, previo impulso procesal de la 
parte interesada.

Lo anterior, no obstante que la parte actora no hubiese 
demandado la actualización de la suerte principal ya que dicha medida 
tiende a evitar que se sigan llevando conductas que dificulten el pago al 
hoy actor.

Es aplicable al caso la jurisprudencia 1a./J. 5/2021 (11a.), 
sustentada por la Primera Sala de Nuestro más Alto Tribunal, visible en 
el Libro 6, octubre de 2021, Tomo II, página 1691, de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, la cual es del tenor y rubro 
siguientes:

“INDEMNIZACIÓN POR MORA EN CONTRATOS DE SEGURO. PROCEDE 
ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA ASEGURADORA, AUNQUE NO SE 
HAYA RECLAMADO COMO PRESTACIÓN EN LA DEMANDA DE 
ORIGEN (ARTÍCULO 276, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
procede la condena de indemnización por mora a cargo de una institución de 
seguros ante el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el contrato 
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de seguro dentro de los plazos con que cuente legalmente para su 
cumplimiento, aunque tal indemnización no se reclamara como prestación en 
la demanda de origen, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 276, 
fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, y llegaron a 
posturas opuestas, pues uno determinó que sí procede tal condena aun 
cuando no se hubiera reclamado como prestación, en cambio los otros 
llegaron a la conclusión adversa.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en el supuesto en que se condena a una institución de 
seguros con motivo de la reclamación del incumplimiento de obligaciones 
asumidas en el contrato de seguro, dentro de los plazos con que cuenta 
legalmente para su cumplimiento, resulta procedente la condena al pago de 
la indemnización por mora, aun cuando no se haya reclamado como 
prestación en la demanda de origen, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas.

Justificación: El derecho de acceso a la justicia se materializa mediante el 
proceso jurisdiccional, bajo el cual todo proceso se constituye como un 
método racional de debate y como un instrumento para la solución de los 
conflictos de intereses que se suscitan en la convivencia; no obstante, para 
que tal finalidad se alcance, debe haber una exacta correspondencia entre la 
pretensión de la parte actora, la oposición de la parte demandada, los 
elementos de prueba válidamente incorporados y la decisión del tribunal; 
dicha concordancia recibe el nombre de principio de congruencia, el cual fue 
materializado por el legislador en el artículo 1327 del Código de Comercio. 
Ahora bien, de conformidad con la fracción VII del artículo 276 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas, una vez sustanciado el juicio, en el 
supuesto en que resultara procedente la reclamación, la autoridad 
jurisdiccional de origen deberá condenar a la aseguradora tanto al pago de 
la obligación principal, como al del resto de las prestaciones relacionadas en 
el propio precepto, aun cuando no se hubiera demandado el pago de 
la indemnización por mora. Lo anterior se justifica en tanto que el legislador 
buscó generar un efecto disuasorio, mediante la imposición de la sanción 
referida, para las aseguradoras que no cumplen con sus obligaciones a 
tiempo. En consecuencia, esta norma constituye una excepción al principio 
de congruencia, pues aun cuando no haya sido solicitado por la parte actora, 
la autoridad jurisdiccional estará obligada a su otorgamiento, dado que esa 
medida tiende a evitar que se sigan llevando a cabo conductas que dificulten 
el pago a favor de los asegurados.”

OCTAVO. Gastos y costas. En el caso no procede decretar 
condena en costas (prestación D), al no actualizarse alguno de los 
supuestos establecidos en el artículo 1084 del Código de Comercio.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 
1321, 1322, 1324, 1325, 1326, 1327 y 1390 bis 39, todos del Código de 
Comercio, se

R E S U E L V E:

PRIMERO. Es procedente la vía oral mercantil, donde la parte 
actora acreditó la procedencia de su acción, mientras que la 
demandada no justificó sus excepciones y defensas.

SEGUNDO. Se condena a la demandada al cumplimiento del 
contrato de seguro correspondiente a la indemnización del pago para el 
retiro de la SHCP y en consecuencia, a realizar el pago al actor de la 
cantidad de $********* (*********** *** ***** ****** ****** ********), 
de acuerdo con el punto *** del contrato de seguro (prestaciones A y 
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B); lo que deberá cumplir en el perentorio plazo de setenta y dos horas, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 277 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas; con el apercibimiento que de no 
hacerlo, se procederá a instancia de parte, al cumplimiento forzoso de 
la presente sentencia, una vez que sea legalmente ejecutable.

TERCERO. Se condena a la demandada al pago de la 
indemnización por mora, que comprende los intereses moratorios, así 
como la actualización de la suerte principal (prestación C), en términos 
de lo expuesto en el considerando séptimo de esta resolución. 

CUARTO. No se condena en costas. 

Notifíquese en términos de los artículos 1390 bis 22, 1390 bis 
38 y 1390 bis 39 del Código de Comercio, así como del artículo 31 
Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración Judicial que 
regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso de 
videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del órgano.

Así lo resolvió y firma Nataly Pérez Hernández, Jueza Tercero 
de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la 
República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el 
Primer Circuito, con residencia en la Ciudad de México, asistida de 
Angélica Muñoz Luna, secretaria con quien actúa y da fe.

En la misma fecha, la Secretaria adscrita al Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Extinción 
de Dominio con Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el 
Primer Circuito con residencia en la Ciudad de México, hace constar y certifica que en términos de lo 
previsto en los artículos 108 y 113, fracciones I y II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, esta versión suprime toda aquella información considerada legalmente como 
confidencial, por tratarse de nombres de personas físicas, morales, secretos bancarios y cantidades materia 
del litigio. Conste.

Con fundamento en el artículo 31 del Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración 
Judicial que regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos 
los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del órgano, se hace constar que la 
diferencia que hay entre la hora en que finalizó la audiencia y la hora en que fueron firmadas el acta y 
sentencia de manera electrónica, fue porque el acta fue revisada para que coincidiera con lo sucedido en la 
audiencia y posteriormente, en cuanto el sistema lo permitió fueron firmadas por la secretaria y después por 
la jueza. Doy fe.          

 Angélica Muñoz Luna 
Secretaria
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aEl veinticinco de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Angélica

Muñoz Luna, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Tercero de Distrito
en Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la República
Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito,
hago constar y certifico que en esta versión pública no existe información
clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


